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La Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, compuesta por los/as Ilmos/as. Sres/as. citados al margen,

EN NOMBRE DEL REY

ha dictado la siguiente

 S E N T E N C I A núm. 7766/2009 

En el recurso de suplicación interpuesto por DELEGACION DEL GOBIERNO DE CATALUÑA AREA DE TRABAJO Y ASUNTOS SOCIALES frente a la Sentencia del Juzgado Social 1 Sabadell de fecha 7 de febrero de 2008, dictada en el procedimiento Demandas nº 638/2007 y siendo recurrido/a Leovigildo . Ha actuado como Ponente el Ilmo. Sr. FRANCISCO ANDRÉS VALLE MUÑOZ.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Con fecha 13 de diciembre de 2007, tuvo entrada en el citado Juzgado de lo Social demanda sobre Salarios de tramitación, en la que el actor alegando los hechos y fundamentos de derecho que estimó procedentes, terminaba suplicando se dictara sentencia en los términos de la misma. Admitida la demanda a trámite y celebrado el juicio se dictó sentencia con fecha 7 de febrero de 2008 , que contenía el siguiente Fallo:

”Que estimando parcialmente la demanda origen de las presentes actuaciones, promovida por D. Leovigildo , contra el ESTADO (DELEGACIÓN DEL GOBIERNO EN CATALUÑA.- AREA DE TRABAJO Y ASUNTOS SOCIALES), sobre salarios de tramitación, debo condenar y condeno a la DELEGACIÓN DEL GOBIERNO EN CATALUÑA.- AREA DE TRABAJO Y ASUNTOS SOCIALES a que abone a la actora la cantidad de 5.764,96 Euros, en concepto de salarios de tramitación a cargo del Estado. “

SEGUNDO.- En dicha sentencia, como hechos probados, se declaran los siguientes:

” 1º. El día 26/04/2005 D. Leovigildo presentó demanda judicial contra la empresa ANCLAMETAL S. L con número de CIF B-60307519, impugnando el despido sufrido por el mismo, dando lugar a la incoación de los autos nº 338/2005, que fueron seguidos por este mismo Juzgado. (no controvertido y documentado).

El demandante presentó la papeleta de conciliación el día 20 de Abril del 2005 y presentó el acta de conciliación previa en este Juzgado el día 25 de Mayo del 2005 (folio 24 y folio número 34 ).

2º. En fecha 1 de Septiembre del 2005 se dictó Sentencia por el Juzgado de lo Social nº 1 de Sabadell por la que se declaraba la improcedencia del despido sufrido por el actor D. Leovigildo cuyo contenido se da por reproducido. La Sentencia fue notificada a la demandada el día 26 de Septiembre del 2005 . ( no controvertido y documental a los folios nº 29 y folio número 33 al 37 de las presentes actuaciones).

3º.- En fecha 7 de Octubre del 2005 se dictó Auto de aclaración de Sentencia por el Juzgado de lo social nº 1 de Sabadell, que fue notificado a las demandada en fecha 21 de Enero del 2006. (no controvertido y documentado según la certificación que obra al folio nº 29)

4º. Se dictó Auto por el Juzgado de lo Social nº 1 de Sabadell en fecha 11 de Abril del 2007 , por el que se acordaba la insolvencia legal de las demandada.

5º. El demandante D. Leovigildo , reclamó al ESTADO (DELEGACIÓN DEL GOBIERNO EN CATALUÑA.- AREA DE TRABAJO Y ASUNTOS SOCIALES) la cantidad de 6.556,24 Euros, en concepto de salarios de tramitación por el período que excede de 60 días hábiles.

6º. Por Resolución de la Delegación del Gobierno en Cataluña de fecha 25 de Septiembre del 2007 se estimó parcialmente la reclamación del demandante, al amparo de los argumentos expuestos en la referida resolución. (folios nº 3-4). “

TERCERO.- Contra dicha sentencia anunció recurso de suplicación la parte demandada , que formalizó dentro de plazo, y que la parte contraria, a la que se dió traslado ,impugnó, elevando los autos a este Tribunal dando lugar al presente rollo.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO Frente a la sentencia de instancia, que estimó en parte la demanda formulada por la parte actora contra la demandada en reclamación de cantidad, interpone la Delegación del Gobierno de Cataluña (Área de Trabajo y Asuntos Sociales), el presente recurso de suplicación en base a dos motivos, y al amparo de lo dispuesto en el artículo 191.c) del Texto Refundido de la Ley de Procedimiento Laboral ( RCL 1995, 1144, 1563) , motivos que tienen por objeto examinar la infracción de normas sustantivas o de la jurisprudencia por parte de la sentencia de instancia.

En el primer motivo denuncia la recurrente la infracción de lo dispuesto en el artículo 57 del ET ( RCL 1995, 997) en relación con el artículo 116.1 de la LPL , según ha sido interpretado por la jurisprudencia del Tribunal Supremo a la hora de fijar el alcance de la responsabilidad estatal en orden al abono de los salarios de tramitación, puesto que dicha jurisprudencia fija como “dies ad quem” para la fijación de dichos salarios, la de la notificación de la sentencia que por primera vez declare la improcedencia del despido a cualquiera de las partes demandas en el proceso de despido. Y en el presente caso, habiendo quedado acreditado que la sentencia de 1-09-05 del Juzgado de lo Social nº 1 de Sabadell que por primera vez declaró la improcedencia del despido, se notificó el 26 de septiembre de 2005, a partir de tal fecha no puede reclamarse cantidad alguna al estado en concepto de salarios de tramitación, por lo que no cabría extender la responsabilidad hasta la fecha de notificación del auto de aclaración de sentencia como ha efectuado la sentencia de instancia.

El motivo, ha de prosperar. El debate se limita a decidir si el Estado debe de hacer frente a la totalidad de salarios de tramitación desde el día siguiente del sexagésimo hábil que transcurre desde la presentación de la demanda hasta la notificación de la sentencia, o hasta que se notifica a la parte demandada el auto de aclaración de la mencionada sentencia. Y en esta materia se ha pronunciado el Tribunal Supremo en su sentencia de 4 de marzo de 2002 ( RJ 2002, 5981) en el sentido de que a los efectos de si los salarios de tramitación deben de ser abonados por el Estado hasta la notificación del auto aclaratorio, debe de estarse al alcance de tal auto aclaratorio, en el sentido de que cuando éste modifique elementos o parámetros propios del ejercicio del derecho de opción, parece razonable prolongar el pago de los salarios de trámite hasta el momento de la notificación de dicho auto de aclaración, mientras que, en caso contrario, no cabría tal prolongación.

En este punto hay que tener en cuenta si con dicha aclaración lo que se pretende es aclarar algún concepto oscuro o suplir alguna omisión que se refiera al pago de salarios de tramitación, entonces la aclaración afectaría directamente a la cuestión debatida, y el auto aclaratorio podría modificar, por el trámite de aclaración, el fallo de la sentencia, y habría que estar entonces a la fecha de dicho auto. Pero si por el contrario, lo que se pretende en la aclaración, a través del artículo 267.2 de la LOPJ ( RCL 1985, 1578, 2635) , es la rectificación de errores materiales o aritméticos, en el que el auto de aclaración se limita a corregir las cuantías del salario, indemnización y salarios de tramitación (tratándose la aclaración de una rectificación aritmética que en nada afecta al concepto de los salarios de tramitación), la responsabilidad del Estado termina en la fecha en que se dicta la sentencia.

La resolución judicial que se impugna, manifiesta, que toda vez que la sentencia dictada en el proceso por despido condenaba a al empresa al pago de 6.585 euros, mientras que el auto aclaratorio lo hace por un importe de 8.030 ,76 euros, resulta claro que tal diferencia en el monto indemnizatorio puede hacer variar a la empresa su derecho de opción, y con base a ello, el juzgador de instancia extiende la responsabilidad del Estado hasta la notificación del auto aclaratorio.

Sin embargo esta Sala no comparte la tesis mantenida en la sentencia de instancia, dado que la rectificación de un error material relativo al importe de la indemnización, en nada afecta a la obligación del empresario condenado por despido improcedente a efectuar el abono de los salarios devengados durante la tramitación del procedimiento e, igualmente, en nada afecta a su derecho a reclamar el empresario, o en caso de insolvencia de éste, el trabajador, su pago por el Estado en los términos previstos en el artículo 57 del ET .

Así lo ha entendido esta Sala, entre otras en su sentencia de 21 de mayo de 2004 ( JUR 2004, 214096) , en un supuesto prácticamente idéntico al que nos ocupa, en el que se discutía si cabía entender limitada la responsabilidad del Estado a la fecha de la notificación de la sentencia o por el contrario a la del auto de aclaración, en aquellos casos en que la cuantía de la indemnización por despido era incrementada por auto aclaratorio, concluyendo que, por aplicación de la STS de 4-3-02 , si lo dispuesto en el auto de aclaración no modifica los datos del fallo que repercuten en el derecho de opción, sería desacerado dar lugar a un nuevo ejercicio de ese derecho de opción, lo que a su vez supondría el correlativo aumento del abono de los salarios de tramitación. Si tales datos no han resultado alterados por dicho auto, la opción ejercitada a raíz de la notificación de la sentencia debe conservar su plena validez y eficacia, y por tanto, tampoco hay base para ampliar el período en que se han de satisfacer los salarios de trámite.

Por todo lo expuesto, la responsabilidad del Estado debe limitarse al período comprendido entre el 61 día hábil siguiente a la interposición de la demanda y la fecha de notificación de la sentencia (en total 67 días).

SEGUNDO Al amparo de lo dispuesto en el artículo 191.c) del Texto Refundido de la Ley de Procedimiento Laboral ( RCL 1995, 1144, 1563) , interpone la el Abogado del Estado el segundo motivo del recurso, que tiene por objeto examinar la infracción de normas sustantivas o de la jurisprudencia por parte de la sentencia de instancia. Concretamente entiende la parte recurrente que la sentencia de instancia infringe lo dispuesto en el artículo 57 del ET ( RCL 1995, 997) en relación con el artículo 119.1.a) de la LPL , el artículo 81.2 en relación con el artículo 63 de la LPL y el artículo 6.1 del Código Civil ( LEG 1889, 27) .

Afirma la recurrente que según el artículo 119 de la LPL , serán excluidos del cómputo del tiempo que exceda de los 60 días hábiles a que se refiere el artículo 116 de la LPL para exigir responsabilidad al Estado los períodos siguientes: a) El tiempo invertido en la subsanación de la demanda por no haber acreditado la celebración de la conciliación o de la reclamación administrativa previa, o por defectos, omisiones o imprecisiones en aquélla; b) El período en que estuviesen suspendidos los autos, a petición de parte, por suspensiones del acto de juicio en los términos previstos en el artículo 83 de la LPL ; c) El tiempo que dure la suspensión para acreditar la presentación de la querella, en los casos en que cualquiera de las partes alegase la falsedad de un documento que pudiera ser de notoria influencia en el pleito.

Según la recurrente, para demandar en el orden social, la LPL exige como requisito ineludible un previo intento de conciliación, y así resulta de los artículos 63 y siguientes de la LPL . Por su parte, el artículo 81.2 de la LPL exige el requisito de acompañar a toda demanda laboral, la certificación del acto de conciliación previa, sin perjuicio de la posibilidad de su subsanación posterior, cuando la demanda no fuera acompañada del expresado documento. Tal exigencia legal determina que si la demanda no va acompañada del documento acreditativo de haber realizado el preceptivo intento de conciliación, adolecerá la misma de un defecto que sólo puede ser imputado al demandante, puesto que el artículo 6.1 del Código Civil recoge el antiguo principio romano de que la ignorancia de las leyes no excusa de su cumplimiento.

Según la recurrente, en el presente caso, únicamente en el momento de la aportación del acta de conciliación previa en fecha, reunía la demanda todos los requisitos, y en consecuencia, no procede tener en cuenta el tiempo anterior a la subsanación del defecto de que adolecía la demanda, interpuesta, para fijar la responsabilidad del Estado en orden al abono de los salarios de tramitación. Es el trabajador, demandante por despido, el que debía conocer el requisito legal y por ello acompañar a la demanda la certificación acreditativa del preceptivo intento de conciliación, sin perjuicio de que detectado tal defecto y como consecuencia del principio “pro actione”, se procediera a interesar por parte del órgano judicial su subsanación. Y al haber omitido el trabajador tal requisito legal para la correcta presentación de la demanda, habría de descontarse, al amparo del artículo 119.1.a) de la LPL todo el tiempo que la demanda adoleció de uno de los requisitos legales para su definitiva admisión al trámite, esto es, desde su presentación, hasta la aportación de la certificación acreditativa de la celebración del intento de conciliación.

Tal incidencia conforme a lo previsto en el artículo 63 y en el artículo 119. 1.a) de la LPL determina que deban deducirse del período de responsabilidad estatal (67 días), los 20 días que corresponden al período de suspensión, resultando un total de 47 días cuyo pago debe asumir el Estado y que se cuantifican en la cantidad de 1.977,76 euros que constan en la resolución administrativa impugnada.

Concluye señalando que pese a que no pueda culpabilizarse a la conducta del trabajador (por haberse celebrado el acto de conciliación administrativa con posterioridad a la presentación de la demanda), el artículo 119.a) del TRLPL se refiere al descuento del tiempo invertido en la subsanación de la demanda, sin referencia alguna a si ha existido suspensión en la tramitación del procedimiento (supuesto diverso y que acoge el artículo 119 .b); y en segundo lugar, que la responsabilidad del Estado en orden al abono de los salarios de tramitación tiene un carácter objetivo y no puede ser interpretada extensivamente.

Por tanto, el debate se limita a decidir si cabe descontar de los salarios de tramitación, el período transcurrido desde el día 27 de abril de 2005 (fecha de presentación de la demanda), hasta el día 25 de mayo de 2005 (fecha en que se presentó ante el Juzgado el acta de conciliación previa celebrada e intentada ante el Servicio de Mediación y Arbitraje). Y ello partiendo de la base que el demandante, al interponer la demanda ya había presentado la papeleta de conciliación el día 20 de abril de 2005.

Siendo estos los términos del debate, el motivo no puede prosperar. La cuestión objeto de litigio ya ha sido resuelta por esta Sala entre otras en sentencia de 7-10-2008 ( JUR 2009, 38277) , en la que se señala lo siguiente: “toda la cuestión debatida gira sobre los efectos de la no aportación del acta cuando el procedimiento no suspende su curso, tal como argumenta la sentencia. Este es el núcleo de la cuestión, de modo que la precisión que se pretende es redundante, por lo que no precisa realizarse...Es cierto que el artículo 119 a) de la LPL dispone, como ya se ha dicho, que serán excluidos del período de 60 días hábiles “el tiempo invertido en la subsanación de la demanda, por no haber acreditado la celebración de la conciliación ...” La razón de la norma es que si el procedimiento ha estado suspendido por la falta de diligencia de la parte en aportar el certificación del intento de conciliación previa, el período empleado en la subsanación no es imputable a retraso del Juzgado, por lo que ninguna responsabilidad cabe al Estado por mal funcionamiento de la Administración de Justicia. Pero el art. 119 a) ordena excluir el período “invertido en la subsanación de la demanda”, de modo que si no se ha invertido tiempo alguno en ello, no cabe realizar descuento alguno. La cuestión en definitiva revierte a si es posible, como ha hecho el Juzgado, no suspender el curso de los autos, y señalar directamente el juicio, pendiente en todo caso de la acreditación del intento de conciliación.

”Téngase en cuenta que 81.2 LPL ( RCL 1995, 1144, 1563) dispone que el Juez admitirá provisionalmente toda demanda aunque no se acompañe certificación del acto de conciliación previa, debiendo no obstante advertir al demandante que deberá acreditar su celebración o su intento en el plazo de 15 días “bajo apercibimiento de que de no hacerse así se archivará la demanda sin más trámite”. De este precepto no se desprende de modo imperativo la necesidad de suspender el procedimiento durante el plazo de 15 días, para realizar el señalamiento solo después de que se haya acreditado la celebración del intento de conciliación, con el consiguiente retraso en el mismo, sino que conforme al art. 74 de la ley de Procedimiento Laboral , según el que “los Jueces y tribunales del orden jurisdiccional social interpretarán y aplicarán las normas reguladoras del proceso laboral ordinario según los principios de ... celeridad” , principio de interpretación que se extiende a todas las modalidades procesales por el nº 2 del mismo artículo, es posible interpretar el precepto mencionado en el sentido de que el señalamiento efectuado provisionalmente quedará sin efecto si no se acredita en el plazo de 15 días el intento de conciliación, pues con ello se obtiene una respuesta judicial más rápida, soslayando suspensiones que a la postre pueden evitarse solapando los plazos que la norma establece. Es cierto que con ello pueden efectuarse señalamientos que finalmente resulten innecesarios, si se alcanza la conciliación previamente o no se acredita el intento de conciliación, de modo que el intento de celeridad redunde en definitiva en retraso por el menor número de señalamientos efectivos, salvo las medidas que puedan adoptarse, principalmente con las suspensiones efectuadas por otras causas”.

”Con ello, el art. 119.1b ) ha de interpretarse en el sentido de que en el caso de que se haya suspendido el procedimiento para la aportación del certificado de conciliación previa, se descontará el período en que haya quedado suspendido el procedimiento, pero que si los autos no han sido suspendidos, por una interpretación conforme al principio de celeridad impuesto por el artículo 74 LPL , no ha de realizarse descuento alguno, pues no cabe descontar un período de suspensión que no ha existido”.

En el presente caso, la primera infracción que denuncia la parte recurrente es el artículo 57 del ET ( RCL 1995, 997) en relación con el artículo 119.1.a de la LPL , y al respecto hay que señalar que el artículo 57 del ET tan sólo enuncia o presenta el caso en el que procede que el Estado responda de los salarios de tramitación que excedan de los 60 días hábiles desde la fecha en que se presentó la demanda. Este artículo, por sí solo, no hace ninguna distinción ni excepción al principio allí consagrado. Las distinciones están en el artículo 119 de la LPL y, en el caso que nos ocupa, en su apartado 1.a) que es el que señala el recurrente como infringido. Este mismo artículo no puede ser aplicado correctamente sin tener en cuenta que su apartado 2 deja al Juez la facultad para decidir, en atención a las circunstancias y pruebas concurrentes, si los salarios excedentes de los 60 días van a correr a cargo del Estado o no. Y, siendo facultad del Juez la apreciación de dichas circunstancias y pruebas, cabría valorar qué ha supuesto en este proceso la inicial falta de aportación del acta de conciliación.

Al respecto cabe decir que ningún día del procedimiento se ha consumido para dicha subsanación, puesto que desde el mismo momento de la interposición de la demanda, el Juzgado señaló ya día y hora para la celebración del juicio oral, no habiéndose pues invertido tiempo en la subsanación de la demanda, que haya mantenido en suspenso el proceso. O lo que es lo mismo, no ha habido retraso imputable a las partes, de ahí que el juzgador de instancia haya aplicado correctamente estas disposiciones que se denuncian como infringidas. Ciertamente el artículo 119 de la LPL excluye del cómputo del tiempo que excede los 60 días hábiles referidos en el artículo 116 de la LPL , aquellos períodos invertidos en la subsanación de la demanda, pero dicha exclusión se refiere obviamente a aquellos supuestos en los que la subsanación haya implicado un retraso en la tramitación del proceso, y en el presente caso, el Juzgado señaló fecha de juicio una vez se presentó la demanda, por ello, la no aportación inicial del acta de conciliación en modo alguno retrasó el proceso, no existiendo actuación alguna del actor que haya dilatado el proceso.

En cuanto a la denunciada infracción del artículo 81.2 de la LPL , hay que señalar nuevamente que la falta de aportación del acta de conciliación previa no paralizó ni suspendió el procedimiento. En el presente caso, el Juzgado señaló día y hora para el juicio desde el primer día, sin supeditar la fecha a la subsanación, por lo que no sería correcto atribuir el retraso en la Administración de Justicia a un hecho en que no ha mediado culpa alguna de la parte actora. Lo mismo cabe decir de la pretendida infracción del artículo 63 de la LPL . La filosofía de los receptos denunciados no es otra que la de repartir el perjuicio del retraso en la Administración de Justicia en función de la culpa que las partes tengan en el proceso de que se trata, y en este caso no ha influido en absoluto la aportación posterior de la certificación de la conciliación administrativa previa. Otro tanto respecto a la presunta vulneración del artículo 6.1 de Código Civil ( LEG 1889, 27) , puesto que no se alegó una posible ignorancia de las leyes como excusa ni como norma de interpretación. De hecho, si nos atenemos a las disposiciones del Código Civil, en relación con la eficacia de las normas jurídicas, parece claro que el artículo 6.4 de dicha norma impone al Juzgador la necesidad de buscar la finalidad o teleología de la norma en cuestión, y no su mera formulación literal, y en el presente caso, la finalidad de la norma no es otra que la que apunta la sentencia de instancia.

Como se ha dicho anteriormente, en el presente caso no procede descontar el período que se solicita: en primer lugar porque tal descuento tiene su fundamento en cuanto tal falta de cumplimiento del requisito de falta de conciliación previa paraliza los autos, no en aquellos casos en que la presentación de la papeleta de conciliación, aún cuando se produce con posterioridad a la admisión de la demanda, no supone retraso alguno en la tramitación de los autos. Y en el presente caso la actora presenta la papeleta de conciliación con carácter previo a la presentación de la demanda (concretamente el día 20 de abril de 2005), no siendo imputable a la demandante el tiempo que tarda el Servicio de Mediación y Arbitraje en señalar el acto de conciliación. Pero es que, a mayor abundamiento, no consta en autos que la falta de tal presentación del acto de conciliación con la demanda, y su presentación ante el Juzgado el día 25 de mayo de 2005 , supusiera retraso alguno en la tramitación de los autos, la cual se hubiera producido si en la fecha de celebración del juicio, no se hubiera presentado la mencionada papeleta de conciliación (en cuyo caso se procedería a la suspensión del juicio). Situación ésta que no consta que haya sucedido en el caso de autos, de ahí que no proceda efectuar el mencionado descuento del período transcurrido entre la presentación de la demanda y la fecha de presentación del acto de conciliación.

Tal período de tiempo es de 20 días (desde el 27-04-2005 hasta el 25-05-2005) los cuales, multiplicados a su vez por 42,08 euros brutos diarios como salario bruto del actor, dan un total de 841,6 euros, que debieron de haberse incluido en la resolución administrativa impugnada. Y dado que al actor tan sólo se le reconoció el importe de 1.977,76 euros (por 47 días), debe reconocérsele el derecho a cobrar el importe de 841,6 euros por la diferencia (hasta los 67 días).

Vistos los preceptos legales citados, sus concordantes y demás disposiciones de general y pertinente aplicación.

FALLAMOS

Que debemos estimar y estimamos en parte el recurso de suplicación interpuesto por la Delegación del Gobierno en Cataluña contra la sentencia de 7 de Febrero de 2008, dictada por el Juzgado de lo Social número 1 de Sabadell en los autos número 638/2007 seguidos a instancia de D. Leovigildo contra la Administración recurrente, revocando la misma en el sentido de condenar a la Delegación del Gobierno en Cataluña (Área de Trabajo y Asuntos sociales) a que abone al actor la cantidad de 841,6 euros, en concepto de salarios de tramitación a cargo del Estado.

Contra esta Sentencia cabe Recurso de Casación para la Unificación de Doctrina que deberá prepararse ante esta Sala en los diez días siguientes a la notificación, con los requisitos previstos en los números 2 y 3 del artículo 219 de la Ley de Procedimiento Laboral ( RCL 1995, 1144, 1563) .

Notifíquese esta resolución a las partes y a la Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, y expídase testimonio que quedará unido al rollo de su razón, incorporándose el original al correspondiente libro de sentencias.

Así por nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

Publicación.- La anterior sentencia ha sido leida y publicada en el día de su fecha por el/la Ilmo/a. Sr/a. Magistrado/a Ponente, de lo que doy fe.

